ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66682 31 04 001 2019 00037 02
 ACCIONANTE: DEFENSORIA DEL PUEBLO RDA. VS. MINS. EDUCACIÓN
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA DEL MINISTERIO PÚBLICO PARA ACCIONAR EN NOMBRE DE LOS MENORES ESTUDIANTES / CARÁCTER FUNDAMENTAL DE DICHO DERECHO / PRINCIPIOS QUE LO RIGEN / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE / DEMOSTRAR LA VERACIDAD DE LOS HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA TUTELA.
En lo tocante al derecho a la educación, la Sala considera que cualquier persona está legitimada para exigir de la autoridad el cumplimiento de las obligaciones del Estado en relación con los niños, sujetos de especial protección constitucional, quienes merecen un trato preferente y diferenciado frente a las demás personas, según lo fundamentado en el artículo 44 de la C.N.  Por lo tanto, la representante del Ministerio Público tiene legitimación para actuar como agente oficiosa de los estudiantes del Instituto Educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda. (…)
Sobre el carácter fundamental del derecho al goce efectivo de  la educación de los menores de edad, la Corte Constitucional señaló que el artículo 67 de la Constitución Política, debe ser interpretado de manera armónica con el artículo 44 ibídem, el cual reconoce el carácter fundamental de los derechos de los niños, cuyas garantías prevalecen sobre las de los demás y, por ende, requieren de una protección preferente. (…)
Los principios que rigen su prestación son tres principalmente: (i) la universalidad; (ii) la solidaridad; y (iii) la redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. (…)
No obstante la preocupación de la Defensoría del Pueblo por buscar la protección de los derechos fundamentales de  los alumnos del Colegio Laboure de Santa Rosa de Cabal y propender por su especial cuidado en el entendido de que  no es justo que en las instalaciones en donde ahora reciben clases, en arrendamiento, no cuentan con espacios de aprendizaje seguros ni pedagógicamente adecuados, ni aptos para la recreación, ni mucho menos para la realización de actividades culturales, generando no solo anormalidad académica y baja calidad en la educación, lo que puede ser el origen de deserción escolar, no se arrimaron los elementos materiales de prueba que acreditaran la veracidad de tales inconvenientes o que se demostrara la ocurrencia de tales inconvenientes o de una situación en particular que llevara al convencimiento del juez de tutela que hiciera necesaria su intervención en aras de conjurar el perjuicio que alega presenta tal conglomerado. (…)

Al respecto, la Corte Constitucional  ha señalado la decisión del  juez constitucional no puede ser adoptada con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente la tutela.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) julio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.640
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Luego de que esta Sala decretara la nulidad de lo actuado dentro de la acción de tutela instaurada por el abogado Donaldo Córdoba Andrade, Defensor Público, quien obra conforme al poder  conferido por el doctor Hugo Ramírez Restrepo, Defensor del Pueblo Regional Risaralda, agente oficioso de los estudiantes de la  institución educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda en contra del Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación del  Departamento de Risaralda, el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa FFIE, el Grupo MOTA-ENGIL y el Consorcio Sedes Educativas
, corresponde estudiar la impugnación formulada por la parte actora frente al fallo proferido el 17 de mayo de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal en dicho trámite constitucional.  
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. El Delegado de la Defensoría del Pueblo informó que el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa FFIE fue creada por la Ley 1753 de 2015 como una cuenta especial para manejar los recursos y gastos necesarios para lograr la ejecución de los proyectos del Plan Nacional de Infraestructura Educativa.  Así mismo, en el documento CONPES 3831 de año 2015 se declaró la importancia estratégica del Plan Nacional de Infraestructura Educativa para la implementación de la jornada única escolar, en el que se estableció que en el ámbito nacional el déficit de aulas escolares es de 51.134, lo cual se constituye una limitación para el acceso a la educación de todos los niños del país.

Señaló que con respecto al estado de las obras de infraestructura educativa del país, el Ministerio de Educación Nacional publicó en su página web el día 4 de febrero del año 2019 que el Gobierno Nacional se comprometió con la educación y por lo tanto, señaló que se adelantarían las acciones que permitan dar la solución a las coyunturas encontradas en las obras de infraestructura educativa del país. Por su parte, el FFIE realizó una evaluación en la que concluyó que 369 proyectos que corresponden al 70% presentaron una situación de riesgo medio-alto y en su ejecución un nivel alto, el total de los proyectos en esta situación equivalen a 8.453 aulas nuevas y mejoradas.

Mencionó que en el caso particular del departamento de Risaralda, la situación  analizada consistió que atendiendo a la convocatoria del Gobierno Nacional en el marco del programa jornada única, se procedió a inscribir los macro proyectos para beneficiar a los municipios que por no estar certificados dependen administrativa y financieramente de la Secretaria de Educación del departamento. Por lo tanto, mediante Ordenanza se recibió autorización de la Asamblea Departamental de Risaralda para depositar a manera de con financiación del 30% del costo total de los proyectos y el 70% restante fueron depositados por el Ministerio de Educación a través del FFIE.  De los 19 proyectos que se prometieron a ejecutar hace 3 años, a la fecha solo se ha realizado la entrega de 2 (dos), con respecto a los demás no existió compromiso ni acciones a corto plazo para su ejecución. 

Indicó que en el caso de 5 (cinco) municipios se condicionó a los Alcaldes como prerrequisito para iniciar con el Plan Nacional de Infraestructura Educativa, debían realizar los viejos planteles, lo que obligó a improvisar el alquiler de garajes, cabañas, corredores, durante estos 3 años, lo cual ha generado una anormalidad académica y una baja notoria en la calidad de la educación por los temas logísticos, entornos no saludables, situaciones difíciles por vecindades y sitios inadecuados donde los niños y los jóvenes han tenido que recibir clases, lo que ha podido influir en la deserción escolar.   De tal manera, que en la Defensoría del Pueblo se han recibido quejas provenientes de distintos actores de la comunidad educativa (estudiantes, comunidad, padres de familia, docentes y directivos docentes), que han motivado la presentación de requerimientos, oficios e intervenciones en los Consejos de Política Social.  Por lo tanto, es evidente que se han presentado fallas en los procesos de planeación e identificación de riesgos, sobre todo en los componentes de niñez, social y comunitario inherentes a un proyecto de infraestructura educativa.  Así mismo, consideró que han surgido deficiencias en los procesos de supervisión y cuidado en el marco de las labores de auditoría, control y seguimiento le compete al nivel territorial frente a esta grave situación que vulnera los derechos de los niños y adolescentes en el departamento.  

Manifestó que el 26 de enero de 2019, dos delegados de la Defensoría del Pueblo de Risaralda asistieron a una reunión convocada por el Gobernador de Risaralda junto con las entidades accionadas, en la que se puso en evidencia la crítica situación de incumplimiento a todos los cronogramas y lo incierto en la definición de fechas de avance y culminación de las obras de infraestructura de las instituciones educativas.

Explicó que el Consorcio FFIE Alianza BBVA en calidad de vocero y administrador del patrimonio autónomo, mediante el convenio N° 1380 del 22 de octubre del año 2015 suscrito con el Ministerio de Educación contrató a la empresa Morelco S.A.S. que pertenece al grupo Graña y Montero S.A.S. para la construcción de los 19 proyectos que se planearon y prometieron ejecutar hace 3 años, como se mencionó anteriormente, entre los mismos la planta física de la Institución Educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda; pero en abril del año 2018 cedió su totalidad al grupo Mota Engil, por lo que se desprendió de la totalidad de sus derechos y obligaciones como contratistas, por lo que hasta la fecha la planta física de dicha institución no ha sido entregada por el contratista, obligando a la Secretaría de Educación de Risaralda implementar un plan de contingencia, mediante el arrendamiento de sitios que no cuentan con espacios adecuados ni aptos, lo que ha generado una anormalidad académica y una baja notoria en la calidad de la educación.

Por lo anterior, solicitó como pretensiones principales: i) que se tutelen a los estudiantes de la Institución Educativa Laboure de Santa Rosa de Cabal, Risaralda los derechos fundamentales a la de educación, integridad física, cultura, recreación y vida en condiciones dignas, ii) que se ordene al Ministerio de Educación Nacional mediante el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa FFIE, el Departamento de Risaralda, el Grupo Mota – Engil y el Consorcio Sedes Educativas, que de manera conjunta y de acuerdo a sus competencias, de inmediato realicen un cronograma de las actividades a  desarrollar por parte del contratista, ejecutando la obra de la planta física de la Institución Educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda con todos los parámetros legales, a la mayor brevedad posible y que las obras se ejecuten sin que exista una suspensión injustificada, iii) que se ordene al Ministerio de Educación Nacional mediante el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa, el Departamento de Risaralda, el Grupo Mota – Engil y el Consorcio Sedes Educativas, para que conjuntamente y de acuerdo a sus competencias, de inmediato garanticen la prestación del servicio educativo a todos los estudiantes, mediante la adecuación, construcción o arrendamiento de aulas y espacios de aprendizajes seguros, pedagógicamente adecuados, que se mantendrán hasta tanto se haga entrega de la nueva planta física para la institución Educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda (Fls. 11-17).
2.4.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visible en los folios (Fls. 11-17).
2.5.  El 12 de marzo de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda profirió fallo de primer grado en el que resolvió negar el amparo reclamado por cuanto advirtió que no existía una petición de la parte actora  previa a la demanda de tutela, frente a las entidades demandadas en la que se hubiera puesto en conocimiento los diferentes problemas e inconvenientes presentados por los estudiantes de la institución Laboure y que fue el fundamento para reclamar este amparo constitucional (Fl. 129-134).  Dicha decisión fue impugnada por el agente oficioso de los alumnos del colegio aludido.

2.6. Esta Sala mediante auto del 29 de abril de 2019, decidió  declarar la nulidad  de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira a partir del fallo del 12 de marzo de 2019 a efectos de que procediera a vincular al Alcalde Municipal de Santa Rosa de Cabal, Risaralda y de esa manera rehiciera  la actuación. Devolviéndose las diligencias a dicho despacho (Fls. 172-177).
2.8. Mediante auto del 8 de mayo de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal se estuvo a lo resuelto por esta Sala y ordenó la vinculación a la Litis al Alcalde Municipal de Santa Rosa de Cabal, Risaralda (Fl. 178).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. GOBERNACIÓN DE RISARALDA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO
Mencionó que de acuerdo a las funciones establecidas en la Ley 715 de año 2001 ha prestado el servicio público educativo en normalidad, garantizando el transporte escolar, el suplemento de alimentación a los estudiantes, así mismo, se ha contado con personal docentes, directivo docentes y administrativo para el normal funcionamiento de tal servicio.  Fuera de lo anterior, se  han garantizado los pagos de cánones de arrendamiento de plantas físicas, en los casos donde ha sido necesario, haciendo las adecuaciones mientras se construye por parte del Gobierno Nacional- Ministerio de Educación – FFIE.

Consideró que no se han vulnerado derechos fundamentales a los estudiantes de la Institución Educativa Laboure-Sede Principal del Municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, ya que se viene cumpliendo con la prestación del servicio educativo atendiendo a los alumnos matriculados según el sistema de matrícula integrado SIMAT. Por lo tanto, solicitó que se declarara improcedente la presente acción de tutela frente a dicha entidad (Fls. 27-31). 

3.2. CONSORCIO SEDES EDUCATIVAS  

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la parte actora y concluyó que esa entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno, toda vez que de acuerdo a sus funciones de intervención  ha cumplido con las obligaciones  estipuladas en el contrato  N°1380-48-2016 en cuanto al control y seguimiento de las actividades del contratista sobre la Institución Educativa Laboure sede principal de Santa Rosa de Cabal, Risaralda. 

Aclaró que en la reunión del 26 de enero de 2019 se expresó la preocupación que tiene tanto la gobernación como las alcaldías municipales debido a las demoras que presenta el inicio o la entrega de los proyectos en desarrollo en el departamento de Risaralda y por tanto quedo en un acta la verificación de compromisos, las funciones de control y seguimiento integro en el desarrollo del proyecto.

Solicitó que se negaran las pretensiones de la tutela y se declarara su improcedencia por cuanto no es el mecanismo idóneo para hacer exigible la obligación contractual en el cual se garantice la prestación del servicio educativo en la entrega de la planta física de la institución educativa, toda vez que se cuentan con herramientas en la justicia administrativa para que la Defensoría del Pueblo Regional haga efectivo el incumplimiento de la obligación como se puede presentar el caso de la acción de reparación directa para el restablecimiento de un derecho o la indemnización de perjuicios, por lo cual, no le corresponde impartir instrucciones de carácter administrativo ni financiero, tampoco extralimitarse en relación con el objeto del contrato, siendo evidente que la responsabilidad y la vulneración de los derechos expuestos por el incumplimiento en la entrega de la Institución Educativa Laboure-Sede Principal del Municipio de santa Rosa de Cabal, Risaralda es únicamente del FFIE y el contratista quienes se encargan de la ejecución directa de las obras del proyecto. 

Solicitó se desvincule al Consorcio Sedes Educativas por cuanto no se vulneraron derechos fundamentales, de igual manera se pide declarar improcedente, teniendo en cuenta que la acción de tutela no es un mecanismo idóneo para hacer exigible una obligación contractual en el cual se garanticen la prestación del servicio educativo en la entrega de la planta física de la Institución Educativa Laboure-Sede Principal del Municipio de santa Rosa de Cabal, Risaralda (Fls. 36-38).

Anexó copia de los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 39-101).

3.3 CONSORCIO MOTA-ENGIL
Hizo referencia a cada uno de los hechos expuestos en la demanda de tutela.

Señaló que el proyecto para la construcción de la Institución Educativa Laboure-Sede Principal del Municipio de santa Rosa de Cabal, Risaralda, se encuentra en la etapa de ejecución de estudios y diseños, conforme a los términos pactados entre el Consorcio FFIE Alianza BBVA y Consorcio MOTA –ENGIL.   Actualmente, hay productos que están pendientes de aprobación por parte de la interventoría del proyecto, cuyo visto bueno es necesario para la culminación de la etapa pre constructiva y así dar inicia a la etapa de constitución.  Por motivos de las condiciones técnicas del terreno, se requiere proceder con el diseño del muro de contención, por lo que el diseño de dicha obra fue aprobado el 4 de diciembre de 2018. Hasta la fecha no ha recibido el “otro sí” a través del cual se contrata el nuevo alcance de los estudios y diseños para la obra complementaria, dar continuidad y culminar la Fase 1 y para la etapa de construcción se requiere orden de inicio, prórroga al contrato marco No.1380-40-2016, dado que el plazo contractual del Acuerdo de Obra es de 12 meses, excediendo la vigencia actual del contrato marco.
Se opuso a la totalidad de las pretensiones del accionante  por ausencia de vulneración de derechos fundamentales, ni se logró acreditar un prejuicio irremediable en detrimento de los intereses y derechos fundamentales de la comunidad estudiantil.  Además, consideró que ese Consorcio no es sujeto pasivo de la acción de tutela del asunto y en ese sentido, solicitó la desvinculación a este trámite. Por tal razón, solicitó que se declarara improcedente el amparo invocado  (Fls.102-107).
3.4 MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
Hizo una relación de las acciones de tutela que se han presentado en contra de esa entidad  que versan sobre el estado actual de la infraestructura de diferentes  planteles educativos de Risaralda con el fin de solicitar que se deben acumular las mismas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 148 y siguientes del Código General del Proceso.

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda de tutela para concluir que según sus funciones, descritas en el Decreto 5021 del 28 de diciembre de 2009, no se le puede endilgar ninguna responsabilidad frente al pedimento de la Defensoría del Pueblo, en el entendido de que se dispongan aulas y espacios seguros.  Por tal razón, no puede inferirse vulneración de derechos fundamentales en razón a las condiciones actuales de la institución educativa y si bien es cierto los beneficiarios de tal garantía son menores edad, que gozan de especial y reforzada protección, también lo es que el Ministerio de Educación el plan nacional de infraestructura educativa para lo cual le dará continuidad y gestionará a través del FFIE las acciones a que haya lugar para que los contratistas a cargo de la ejecución de los proyectos, se cumplan a cabalidad.

Presentó un cuadro sobre las fechas y los plazos contractuales para la terminación de los estudios y diseños de las instituciones educativas, según la Unidad de Gestión del FFIE, para indicar que culminó el 12 de julio de 2018, quedando en videncia en el acta de la reunión del 26 de enero de 2019, donde la interventoría hace la siguiente apreciación: “Muy pobre avance de la fase 1. No hay aprobado es diseño arquitectónico, que es el que abre las demás especialidades y tampoco hay estudios de suelos. Por el momento no se han detectado obras complementarias pero aclarando que no hay estudios de suelos todavía”.  Por lo tanto, ante el no cumplimiento en la entrega de los estudios y diseños en los plazos contractuales por parte del contratista de obra, el interventor del acuerdo ya se encuentra adelantando el informe de recomendación para adelantar el trámite para terminación anticipada del acuerdo de obra por incumplimiento. No obstante en el acta suscrita el día 26 de enero de 2019 quedo el compromiso por parte del contratista de cerrar la fase de estudios y diseños en el mes de marzo de 2019. 

Por esto, el Plan Nacional de Infraestructura Educativa, destinó recursos para ello, apoyando las entidades territoriales que son las responsables de la educación en sus regiones, gestionando la ejecución del mismo, así las cosas, no se podría hablar de vulneración de derechos fundamentales como Integridad Física, Cultura, Recreación y Vida en condiciones Dignas, ya que estos derecho están a cargo del Ministerio de Educación Nacional. 

Solicitó que se desvinculara al Ministerio de Educación Nacional como parte demandada de la acción de tutela en curso por cuanto no está desconociendo ni vulnerando derecho fundamental alguno, por no estar dentro de sus competencias la administración de servicio educativo (Fl. 110-117).
3.5. MUNICIPIO DE SANTA ROSA DE CABAL 

Hizo referencia a cada uno de los hechos, señalando que en el municipio de Santa Rosa se construyen aulas por parte del Gobierno Nacional y del Departamento de Risaralda  con el fin de implementar la jordana única estudiantil.  Así mismo indicó que los estudiantes de los establecimientos objeto de demolición están instalados en otras sedes educativas.

Aclaró que Santa Rosa de Cabal, según la Ley 715 de 2001, es un municipio no certificado porque no cuenta con la capacidad técnica, administrativa y financiera para asumir la administración autónoma del servicio educativo y por ello se encuentra bajo la responsabilidad del Departamento de Risaralda, también lo es que frente a la demolición de las sedes educativas a fin de dar paso a las modernas edificaciones con recursos del Gobierno Nacional y del Departamento de Risaralda, el Municipio ha hecho los esfuerzos pertinentes para la consecución  de terrenos y facilitar esa gestión oficial, permitiendo a los estudiantes continuar con el proceso educativo sin alteración alguna.
Consideró que contrario a lo afirmado por la parte actora, el Municipio de Santa Rosa de Cabal si ha realizado control y seguimiento  y ha estado pendiente del proceso de formación de  los estudiantes, quienes sin excepción alguna, continúan en las sedes educativas provisionales de los colegios Cooperativo y Colegio de Jesús.

Explicó que la contratación de las nuevas sedes educativas no está a cargo del Municipio de Santa Rosa de Cabal, máxime que ninguno de los estudiantes ha tenido que abandonar o suspender su proceso de educativo producto de las demoras para la entrega de las nuevas edificaciones.

Concluyó que aun cuando el Defensor del Pueblo Regional Risaralda menciona el supuesto incumplimiento del contratista para entregar la edificación donde funcionará la sede educativa Colegio Labouré, esta afirmación por sí sola no desconoce el derecho fundamental a la educación de los niños y niñas, toda vez que no se ha afectado el proceso educativo por el hecho de haber sido ubicados en otras sedes. 

Solicitó que se declare que el Municipio de Santa Rosa de Cabal no es responsable de vulneración de los derechos fundamentales invocados (Fls. 176-178) 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 17 de mayo de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa De Cabal, negó la acción constitucional porque no se evidenció la vulneración de los derechos fundamentales invocados, en el entendido que a las alumnas del Colegio Laboure se les ha permitido recibir las clases en aulas de otras instituciones, las cuales son adecuadas  y apropiadas, en las que han funcionado por muchos años otros centros educativos que ahora permitieron una jornada para que las alumnas del Colegio Laboure asistan y en las que pese a la falta de pintura, laboratorios y espacios para hacer deporte, no puede desprenderse de esas falencias la existencia de un perjuicio irremediable.  Igualmente, consideró que los inconvenientes a los que se refirió la parte actora no fueron puestos en conocimiento de las autoridades competentes antes de proceder a instaurar la presente acción de tutela, de tal manera que no puede alegarse la existencia de vulneración de derechos fundamentales pues no obra en la foliatura copia de solicitudes radicadas ante las accionadas con el fin de que dieran solución a las problemáticas de las estudiantes (Fls. 193-197)
El delegado de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda fue notificado del  fallo anterior el 17 de mayo de 2019 a través de correo electrónico docordoba@defensoria.edu.co (Fl. 199).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el día 22 de mayo de 2019, el Dr. Donaldo Córdoba Andrade, Defensor Público de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, allegó un escrito al juzgado fallador, en el que consideró que pese a que la  A quo constató que los estudiantes de la institución educativa Laboure de Santa Rosa de Cabal, se encuentran en un inmueble alquilado, sin contar con laboratorio, en salones muy pequeños, y que profesor de educación física narró que se deben desplazar a la cancha sintética, el parque principal o a la cancha del Colegio de Jesús, no tuvo consideración que el traslado por fuera de las instalaciones educativas presentan un peligro para su integridad o que la falta de espacios adecuados afecta la calidad de la educación. 

Manifestó que ninguna de las entidades accionadas  controvirtió que los sitios donde reciben clase los niños no cuentan aptos para la recreación y mucho menos para la realización de actividades culturales, lo que ha generado una anormalidad académica, máxima que si los espacios fuera suficientes para el desarrollo del proceso de enseñanza, no se estaría realizando una inversión tan cuantiosa en la construcción de la sede educativa, ya que en el contrato se propende la construcción de 24 aulas nuevas, biblioteca, aula de bilingüismo, laboratorio integrado, aulas de tecnología, innovación, multimedia, polivalente, taller de dibujo técnico y artístico, comedor, cocina, zonas administrativas, 41 batería sanitaras, zonas recreativas, espacios con los que no cuentan los estudiantes.

Señalo que la Corte Constitucional en la Sentencia T-306 de 2015 tuteló los derechos fundamentales y ordenó la construcción de una obra pública por cuanto la falta de la misma amenazaba la vida e integridad de los niños, quienes gozan de especial protección constitucional.  Por lo tanto, solicitó se revocara el fallo de primer nivel y en atención a las facultades para fallar extra y ultra petita se atiendan los argumentos fácticos y jurídicos esbozados, acudiendo a la interpretación pro homine y se acceda a las pretensiones (Fls. 209-211). 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Debe precisarse que el abogado Donaldo Córdoba Andrade, Defensor Público, quien obra conforme al poder conferido por el doctor Hugo Ramírez Restrepo, Defensor del Pueblo Regional Risaralda, indicó que actuaba como agente oficioso de los estudiantes del Instituto Educativa Laboure de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, de conformidad con el artículo 282 numeral 3º de la Constitución Nacional le otorga al Defensor del Pueblo la facultad de interponer acciones de tutela, sin perjuicio del derecho que le asiste a los interesados. En lo que respecta a la legitimidad e interés para actuar dentro de la presente tutela, debe tenerse en cuenta que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que:
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

De acuerdo con la norma antes transcrita, la Corte Constitucional señaló que la Defensoría del Pueblo dentro del Estado social de derecho como órgano mediante el cual Colombia cumple sus obligaciones generales de naturaleza internacional de respeto, protección y garantía y en la Sentencia T-875 de 2008, dicha Corporación mencionó sobre el ejercicio de la acción de tutela a través del Defensor del Pueblo, así:
“El Estado colombiano ha ratificado múltiples instrumentos internacionales sobre derechos humanos
 con los cuales ha adquirido una serie de obligaciones generales cuyo incumplimiento ha generado en algunos casos responsabilidad internacional.
 

Dichas obligaciones generales se concretan en el “respeto, la protección y la garantía” que el Estado debe brindar a los derechos humanos de los habitantes del territorio nacional y que realiza a través de todos y cada uno de los órganos, entidades e incluso de los particulares
 que excepcionalmente ejercen autoridad.   De esta manera, el Estado requiere de una serie de entidades que no solo respeten sino que protejan los derechos humanos, previendo que en el evento que dichos organismos no actúen de esa manera, la persona afectada pueda activar un mecanismo (garantía) para reclamar de forma efectiva el respeto y la protección de sus derechos.

(…) Con esa orientación de efectividad, constitucionalmente (art. 282 C.P.) le fueron asignadas a la Defensoría del Pueblo funciones referentes a: 

“(…)  1. Orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los colombianos en el exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos ante las autoridades competentes o entidades de carácter privado. 2. Divulgar los derechos humanos y recomendar las políticas para su enseñanza. 3. Invocar el derecho de Habeas Corpus e interponer las acciones de tutela, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados. 4. Organizar y dirigir la defensoría pública en los términos que señale la ley. 5. Interponer acciones populares en asuntos relacionados con su competencia.

(…”)  En este sentido, la Defensoría es una de las alternativas con que el Estado colombiano cumple con su compromiso internacional de brindar a los habitantes del territorio nacional protección para sus derechos humanos y legitima a dicho órgano para el ejercicio de las garantías previstas dentro del ordenamiento jurídico.  

La norma de rango estatutario que regla la acción de tutela establece, al referirse a la legitimidad e interés para ejercer la acción de tutela, que “También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 En el mismo sentido, se señala la posibilidad que éste tiene para impugnar el fallo
 y destinó el capítulo IV de ese ordenamiento
 para regular las funciones de la Defensoría del Pueblo respecto de la acción de tutela, prescribiendo en el artículo 46: “Legitimación. El Defensor del Pueblo podrá, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión.” 

En lo tocante al derecho a la educación, la Sala considera que cualquier persona está legitimada para exigir de la autoridad el cumplimiento de las obligaciones del Estado en relación con los niños, sujetos de especial protección constitucional, quienes merecen un trato preferente y diferenciado frente a las demás personas, según lo fundamentado en el artículo 44 de la C.N.  Por lo tanto, la representante del Ministerio Público tiene legitimación para actuar como agente oficiosa de los estudiantes del Instituto Educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.
Por lo anterior, se pasará a determinar si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si por el contario, hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4.  Sobre el carácter fundamental del derecho al goce efectivo de  la educación de los menores de edad, la Corte Constitucional señaló que el artículo 67 de la Constitución Política, debe ser interpretado de manera armónica con el artículo 44 ibídem, el cual reconoce el carácter fundamental de los derechos de los niños, cuyas garantías prevalecen sobre las de los demás y, por ende, requieren de una protección preferente. Al respecto, dicha Corporación en la Sentencia T-055 de 2017 señaló lo siguiente:

“… El derecho a la educación se encuentra consagrado dentro del capítulo segundo de la Constitución Política, pertenece a la categoría de los derechos económicos, sociales y culturales, los cuales son de índole prestacional, por cuanto, para su efectivo desarrollo y cumplimiento, es necesario que el Estado provea recursos y establezca las condiciones en que se suministran. Sin embargo, esta Corte, sin desconocer dicha faceta que implica frente al Estado el compromiso de desarrollar actividades regulares y continuas dirigidas a satisfacer las necesidades públicas y la obligación de vigilar e inspeccionar la educación, ha reconocido el carácter fundamental de la educación, traducido en garantizar la cobertura y acceso de la comunidad al sistema educativo, porque, entre otros aspectos, con ello se materializan los fines del Estado y los compromisos asumidos por Colombia.”

Igualmente, la  Corte Constitucional en la Sentencia T-122 de  2018 señaló lo relacionado al interés superior y los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, así:
 

“(…) En aplicación de esos preceptos superiores, la jurisprudencia constitucional ha advertido que la satisfacción de los derechos e intereses de los menores de edad “debe constituir el objetivo primario de toda actuación, sea oficial o sea privada, que les concierna”[64]. En el caso de las entidades estatales, las actuaciones relacionadas con los niños, las niñas y los adolescentes se enmarcan en cuatro principios, identificados por el Comité de los Derechos del Niño[65]: (i) no discriminación; (ii) derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; (iii) respeto a las opiniones del niño, y (iv) el interés superior del menor.

  

 

(…) Así mismo, los menores de edad tienen derecho a una educación de calidad. El artículo 28 de la Ley 1098 de 2006 dispone que la educación será obligatoria durante un año de preescolar y nueve años de educación básica, y gratuita en las instituciones estatales, según los términos establecidos en la Constitución, esto es, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. Por su parte, el numeral 17 del artículo 41 incluye dentro de las obligaciones del Estado, “[g]arantizar las condiciones para que los niños, las niñas desde su nacimiento, tengan acceso a una educación idónea y de calidad, bien sea en instituciones educativas cercanas a su vivienda, o mediante la utilización de tecnologías que garanticen dicho acceso, tanto en los entornos rurales como urbanos”. (Subrayas propias)
 
6.5.   El artículo 67 de la Constitución Política otorga a la educación una doble dimensión: (i) como un servicio público; y (ii) un derecho, con el fin de garantizar que todas las personas tengan acceso al conocimiento, la ciencia y la técnica, así como a los demás bienes y valores de la cultura, en consonancia con los fines y principios constitucionales del Estado Social y Democrático de Derecho, y con relación a esta garantía, la Corte Constitucional señaló la educación como servicio público exige del Estado y sus instituciones y entidades llevar a cabo acciones concretas para garantizar su prestación eficaz y continua a todos los habitantes del territorio nacional. Los principios que rigen su prestación son tres principalmente: (i) la universalidad; (ii) la solidaridad; y (iii) la redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. 

6.6.  DEL CASO EN CONCRETO
6.6.1.  Insistió el agente oficioso de los alumnos del Colegio Laboure, los que se infieren son menores de edad en su mayoría y que si bien no fueron identificados, también lo es que los mismos son determinados en tanto de que se trata de los estudiantes que se encuentran matriculados para el año lectivo 2019 en dicha institución educativa. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-197-17 señaló que cuando los tutelantes se hallen en una situación de desamparo e indefensión, no hay necesidad  de  exhibir un poder dado por las personas afectadas en este caso al Ministerio Público, pues de lo que se trata es de velar por la protección efectiva de los derechos de quienes por alguna razón no pueden promover su propia defensa o tienen mayores limitaciones o barreras que dificultan su acceso al sistema judicial.
6.6.2. Precisado lo anterior, la Sala observa que de acuerdo al recuento fáctico tanto en el escrito introductorio de la demanda como en el de impugnación, el apoderado judicial de la Defensoría del Pueblo de Risaralda, señala como causa generadora de los derechos fundamentales de los estudiantes del Colegio Laboure de Santa Rosa de Cabal, el hecho de que estos se encuentren actualmente recibiendo sus clases en locaciones que no son adecuadas, situación que han tenido que soportar por cuanto la sede principal de dicha institución fue demolida con el fin de que por parte del Gobierno Nacional (en cooperación con las entidades accionadas) inicien y lleven a cabo la construcción de un nuevo colegio.
6.6.3. No obstante la preocupación de la Defensoría del Pueblo por buscar la protección de los derechos fundamentales de  los alumnos del Colegio Laboure de Santa Rosa de Cabal y propender por su especial cuidado en el entendido de que  no es justo que en las instalaciones en donde ahora reciben clases, en arrendamiento, no cuentan con espacios de aprendizaje seguros ni pedagógicamente adecuados, ni aptos para la recreación, ni mucho menos para la realización de actividades culturales, generando no solo anormalidad académica y baja calidad en la educación, lo que puede ser el origen de deserción escolar, no se arrimaron los elementos materiales de prueba que acreditaran la veracidad de tales inconvenientes o que se demostrara la ocurrencia de tales inconvenientes o de una situación en particular que llevara al convencimiento del juez de tutela que hiciera necesaria su intervención en aras de conjurar el perjuicio que alega presenta tal conglomerado. Lo anterior, por cuanto el agente  del Ministerio Público se limitó de manera generalizada a señalar que se han recibido, en las jornadas descentralizadas, quejas de la comunidad, estudiantes, padres de familias, docentes y docentes directivos que han motivado la presentación de requerimiento s y oficios e intervenciones en los Consejos de Política Social  y que se han presentado deficiencias en el proceso de supervisión y cuidado en el marco de las labores de auditoría, control y  seguimiento que le compete a los entes territoriales ante esta grave situación que vulnera los derechos de la niñez y juventud del departamento.
6.6.4.  Al respecto, la Corte Constitucional
 ha señalado la decisión del  juez constitucional no puede ser adoptada con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente la tutela.  En tal sentido, dicho máximo Tribunal afirmó que:
 “Los hechos afirmados en la acción de tutela deben ser probados siquiera sumariamente para que el juzgador tenga la plena certeza sobre los mismos. No es posible sin ninguna prueba acceder a la tutela. La valoración de la prueba se hace según la sana crítica pero es indispensable que obren en el proceso medios probatorios que permitan inferir la verdad de los hechos” 

 
No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 (información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas)”  
6.6.5. Pese a la ausencia de acreditación de vulneración de los derechos fundamentales invocados por el abogado de la Defensoría del Pueblo Seccional Risaralda, el juzgado de primer grado se trasladó tanto al Colegio Cooperativo como al Colegio de Jesús de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, donde actualmente reciben clase los estudiantes del Laboure de dicho municipio, en donde pudo constar, según acta de diligencia de inspección judicial, que en el primero de los planteles aludidos las instalaciones en general son buenas, aunque existen problemas con las escaleras para acceder a los pisos de arriba, los salones son pequeños, en el tercer piso hace mucho calor y que los estudiantes deben desplazarse a otro lugar para recibir la clase de educación física.  Allí funcionan los cursos 8º (un grupo), 10º (cuatro grupos) y 11º (cuatro grupos).    En el Colegio de Jesús están los grados 6,7 y 8 para un total de 470 alumnos, su Coordinadora mencionó que existe peligro por cuanto en uno de los salones hay unas latas desprendidas, las lámparas están en mal estado, el patio es muy feo y allí hacen educación física, el pasamanos está en mal estado y que desde hace muchos años allí funciona la primaria del Colegio de Jesús y su jornada nocturna y la de los sábados, además del Laobure, este último desde el año pasado.  Se dejó constancia con las Coordinadoras de los institutos educativos que no ha habido deserción de estudiantes (Fl. 121).  

6.6.6. Mediante auto del 7 de marzo de 2019, el juzgado de primer grado requirió a las Coordinadoras de los Colegios Cooperativo y Colegio de Jesús y al Dr. Donaldo Córdoba Andrade para que informaran si con anterioridad habían hecho alguna petición a las entidades demandadas tendiente a dar a conocer los inconvenientes que fueron advertidos en la inspección judicial (Fl. 122).  Al respecto, se allegaron las siguientes respuestas: i) la Coordinadora Luz Stella Hernández el 8 de marzo de 2019 le informó que había solicitado a la Secretaría de Desarrollo Social las reparaciones de las plantas físicas utilizadas por la institución educativa Laboure y aclaró que no conocía de otras solicitudes de reparación o arreglos a la planta física (Fl. 125) y allegó una copia de la solicitud aludida (Fl. 126),  ii) el  agente oficioso reiteró que las dificultades de los estudiantes del Colegio Laboure fueron conocidas por la Defensoría del Pueblo en cada una de las jornadas descentralizadas que ha desarrollado esa entidad y de las reuniones con los diferentes autoridades, para concluir que no ha tenido que mediar solicitud alguna por cuanto las accionadas ya las conocen con detalle (Fl. 127) y iii) escrito de la Coordinadora de la institución educativa Laboure sede Colegio Cooperativo en el que indicó que en los archivos había evidencias de la búsqueda para la atención de los estudiantes en sitios cercanos a la sede del Jesús, que reciben formación en la sede del Cooperativo y que para subsanar el problema de calor en las aulas, las directivas habían provisto de ventilador para cada una y con respecto a otros peligros expresados no se había realizado gestión alguna por cuanto consideraron que estaba por fuera de toda posibilidad de reestructuración (Fl. 128).
6.6.7. De conformidad con lo anterior, esta Sala advierte que más allá de un inconformismo de la parte actora con respecto a las instalaciones de las sedes educativas que facilitaron sus aulas y jornadas para que los estudiantes del Colegio Laboure pudieran asistir a sus clases, el Delegado del Ministerio Público no alcanzó a demostrar la ocurrencia de un perjuicio irremediable que amenace efectivamente alguno de los derechos fundamentales de  los menores agenciados, requisito esencial para acudir al amparo constitucional. Y aunque este Tribunal no desconoce que existen algunas deficiencias locativas, tal como quedó plasmado en el acta de inspección judicial, esto no ha impedido que los niños del  Colegio Laboure hayan recibido clases o que con ocasión  a su estadía en las instituciones educativas provisionales, han corrido peligro sus vidas o se ha visto comprometida la integridad física de los mismos.  
6.6.8.  Esta Sala no discute que los derechos fundamentales de los niños prevalecen sobre los demás; sin embargo, en este asunto específico no se observa ningún grado de deterioro de las sedes de los Colegios Cooperativo y de Jesús de Santa Rosa de Cabal que redunde en la conculcación de  las  garantías constitucionales a la educación, integridad física, cultura, recreación y vida en condiciones dignas de los estudiantes del Colegio Laboure., o que por la estadía temporal de los alumnos en otros espacios diferentes al que estaban acostumbrados a recibir clases, hubiera logrado un mínimo de deserción escolar.

6.6.9.  Lo anterior permite concluir que no existe una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, el amparo invocado no procede. En tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014 la Corte Constitucional reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 

  
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. (Subrayas propias)
6.6.10.  Así las cosas, como  quiera que las instalaciones físicas de las sedes de los Colegios Cooperativo y de Jesús no se encuentran en las condiciones señaladas en la demanda, el amparo no prospera, tal como lo concluyó la A quo, quien de manera directa pudo observar los lugares que fueron arrendados para que los niños del Colegio Laboure continuaran recibiendo los programas escolares. 
6.6.11  En relación con las pretensiones del agente oficioso de los estudiantes del Colegio Laboure en el entendido de que se ordenara a las entidades accionadas que realicen inmediatamente un cronograma de las actividades a desarrollar por parte del contratista, ejecutando la obra de la planta física de la institución educativa Laboure sede principal de Santa rosa de Cabal, esta Sala considera que a raíz de los convenios suscritos entre el Ministerio de Educación y el Consorcio FFIE, el Fondo de Financiamiento de Infraestructura Educativa FFIE Alianza BBVA, administrador del patrimonio autónomo destinado a la administración y pago de los recursos para llevar a cabo los proyectos del Plan Nacional de Infraestructura Educativa, y los demás contratistas, actualmente Consorcio Mota Engil, en este caso, la acción de tutela no procede para la ejecución de contratos estatales, los cuales están regidos por las disposiciones de la Ley 80 de 1993 y otras normas, ya que el juez de tutela no debe decidir ese tipo de situaciones que son de orden contractual y en materias de política administrativa se cuenta con un mecanismo de defensa judicial en la jurisdicción contenciosa administrativa.  
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión del 17 de mayo de 2019 proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, dentro de la tutela instaurada por por el abogado Donaldo Córdoba Andrade, Defensor Público, quien obra conforme al poder  conferido por el doctor Hugo Ramírez Restrepo, Defensor del Pueblo Regional Risaralda, agente oficioso de los estudiantes de la  institución educativa Laboure del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda en contra del Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación del  Departamento de Risaralda, el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa FFIE, el Grupo MOTA-ENGIL y el Consorcio Sedes Educativas.
SEGUNDO:  Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Decisión tomada mediante auto interlocutorio del 29 de abril de 2019 con el fin de el Juzgado Penal del Circuito de Santa Roa de Cabal vinculara a la Litis al Alcalde del Municipio de Santa Rosa de Cabal


� Entre otros la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.1.1), Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 1, 2 y 3), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2 y 3).


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Escué Zapata Vs. Colombia, sentencia de 4 de julio de 2007, caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia, sentencia de 11 de mayo de 2007, caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, sentencia de 25 de noviembre de 2006, caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia, sentencia del 12 de septiembre de 2005, entre otras.


� Es el caso de la Entidades Promotoras de Salud (EPS) y de las Instituciones Prestadoras del Servicio de Salud  (IPS) a quienes el Estado colombiano ha autorizado para actuar como actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud y que por ende, de una parte, éstas aunque de forma indirecta deben estar comprometidas con el cumplimiento de las obligaciones generales de naturaleza internacional y por la otra, las autoridades encargadas de la inspección, vigilancia y control del Sistema deben maximizar su control a efectos de prevenir que la omisión de una de esas entidades en la prestación de los servicios de salud o la imp� Entre otros la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.1.1), Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 1, 2 y 3), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2 y 3).


osición de barreras al mismo no vaya a generar responsabilidad internacional.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 10.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 31.


� Decreto 2591 de 1991, artículos 46 a 51.


� Ver Sentencia T-153 de 2011
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